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Tema:

TUTELA PARA RECLAMAR PAGO DE SEGURO/ Improcedencia de la acción para resolver debate sobre reticencia/ No se demostró perjuicio irremediable 

“Nótese entonces que éste es un debate de carácter científico y de criterio médico que no puede ser dirimido a través de un mecanismo sumario y expedito como es la acción de tutela, máxime cuando el juez constitucional no está facultado para emitir juicios sobre las condiciones de salud de una persona o proferir diagnósticos en relación con determinados síntomas.  

A más de lo anterior, se tiene que (…) no se acreditó la ocurrencia del perjuicio irremediable, dado que aunque la tutelante alega ser madre cabeza de familia, no se ocupó de acreditar tal condición, como tampoco de la afectación de su derecho al mínimo vital, pues aun cuando tiene la calidad de sujeto de especial protección debido a su condición médica, existe evidencia en el proceso que labora como docente desde el 2 de febrero de 2004 (…) lo cual permite inferir que percibe una remuneración como contraprestación a sus servicios.”  

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-865 de 2014
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de febrero de dos mil dieciséis
Acta N°    de 17 de febrero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por la señora ANA JOAQUINA CASTAÑO POSADA contra la sentencia de diez (10) de diciembre de 2015 proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira mediante la cual le fue negada la protección constitucional solicitada dentro de la acción de tutela iniciada contra POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS y el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO.

ANTECEDENTES

Indica la señora Castaño Posada que adquirió con la Compañía Positiva un seguro de vida denominado “Seguro de vida grupo familiar para los educadores de Colombia”, el cual ampara, entre otras contingencias, la incapacidad total o permanente con el pago de una indemnización equivalente a $15.000.000; que en virtud a que el día 8 de julio de 2015 el doctor Jhon Byron Ramírez Buriticá le dictaminó una pérdida de capacidad laboral del 55.7%, solicitó a la aseguradora hacer efectiva la póliza por éste riesgo, siendo negada en tres oportunidades sin razón alguna.
Refiere que la Cía de Seguros justificó su negativa en el hecho de que desde el mes de julio de 2011, según su historia clínica, se evidencian quebrantos de salud, específicamente problemas del túnel carpiano, cuando en realidad tal diagnóstico fue descartado el 4 de septiembre de 2014 por la especialista en medicina física y rehabilitación, quien indicó que lo que realmente padecía era “esteroatrictis, esperodiloatrictis, fibromialgia” –sic-, diagnóstico posterior a la fecha de adquisición de la póliza reclamada, lo cual indica que no ha faltado a la declaración de asegurabilidad.
Afirma también que al momento de resolver el recurso de apelación la aseguradora confirmó su negativa, ya no con el argumento anterior, sino por cuenta del atentado con arma de fuego que sufrió en el año 2004, frente al cual no hubo ninguna pregunta al momento de contratar el seguro y, en todo caso no le generó ninguna consulta en la especialidad de siquiatría y sicología, ya que estas se dieron para el 9 de julio de 2014.

Sostiene que la omisión de la llamada a juicio vulnera sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, la salud, la igualdad, al debido proceso y al mínimo vital, por lo que solicita su protección y como consecuencia de ello, se ordene a Positiva Cía de Seguros pagar el siniestro por incapacidad total y permanente.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada.  

La Compañía aseguradora confirmó los hechos relacionados con la adquisición de la póliza No 13558 por parte de la señora Castaño Posada, la solicitud de la afectación del amparo de incapacidad total y permanente por parte de la asegurada y la negativa de esa entidad de acceder a sus pretensiones.

Frente a éste último tópico, indicó que no se configuró el riesgo asegurado, conforme las historias clínicas emitidas por el Centro Médico El Parque IPS el 8 de julio de 2011 y por el Instituto de Epilepsia y Parkinson del Eje Cafetero el 29 de abril de 2015, que anteceden una patología directamente relacionada con la enfermedad, con lo cual se evidenció que la accionante fue reticente al momento de aquirir la póliza el 31 de agosto de 2013.

Afirma que posteriormente, ante la solicitud de reconsideración de la tutelante, se le indicó, en relación con el diligenciamiento del formato de declaración de asegurabilidad, que ante la pregunta del literal A consistente en “si tiene o ha tenido alguna enfermedad, cual es esta y desde que fecha”, su respuesta fue negativa. En una nueva solicitud, fueron ratificados estos argumentos y se agregó el antecedente psiquiátrico derivado de la herida con proyectil del cual fue víctima en el año 2006, por lo que insiste en que la actora al momento de adquirir el seguro no reveló su condición de salud frente a la ocurrencia de eventos anteriores y patologías ya desarrolladas, siendo ésta razón por la que no se accedió a sus pretensiones.
En relación con la vulneración pregonada en el libelo inicial, señala que no es la acción de tutela el mecanismo llamado a definir el derecho de carácter prestacional y económico que aquí se reclama, máxime cuando no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita resolver el conflicto por esta vía, pues la tutela está sujeta a la ineficacia del medio de defensa judicial ordinario y así lo ha adoctrinado la Corte Constitucional.
Por último, considera que ha obrado conforme a derecho y a la normatividad que regula el contrato de seguros, motivo por el cual debe desestimarse la presente acción de tutela por carencia actual del objeto.

Llegado el día del fallo, la juez de primer grado, negó el amparo constitucional al advertir que la controversia planteada en relación con el cumplimiento de la póliza de seguro adquirida por la tutelante debe serr ventilada ante la jurisdicción civil, pues aun cuando el 55.7% de pérdida de capacidad laboral que le fue dictaminado la convierte en un sujeto de especial protección, no acreditó la ausencia de recursos económicos para solventar sus necesidades básicas, ni tampoco la ocurrencia de un perjuicio irremediable para legitimar la intervención del juez de tutela., dado que ese mismo porcentaje de discapacidad la hace beneficiaria de la pensión de invalidez, la cual debe reclamar a la AFP a la que se encuentre afiliada.
Inconforme con la decisión, la tutelante la impugnó insistiendo en la vulneración de sus derechos fundamentales, fundamentada en los mismos argumentos expuestos al momento de impetrar la acción constitucional, pero adicionando su condición de madre cabeza de familia de un hogar que también integran sus hijos de 9 años y 25 años, éste último estudiante universitario.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

EL PROBLEMA JURÍDICO

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Es la vía de tutela el mecanismo idóneo para reclamar el cumplimiento de un contrato de seguros?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR  EL PAGO DE UN SEGURO.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide o se busque amparar constitucionalmente a sujetos de especial protección y en condiciones de debilidad manifiesta.

La anterior posición ha sido asumida por el máximo órgano de cierre en materia constitucional, pues aunque ha establecido, como regla general  que la acción de tutela no es el medio idóneo para reclamar obligaciones contractuales originadas en negocios jurídicos privados, como es el contrato de seguro, ya que al versar sobre derechos de orden legal se debe agotar el trámite previsto ante la jurisdicción civil, ha considerado de manera excepcional, la posibilidad de acudir a éste medio cuando el mecanismo ordinario no resulta eficaz o se está ante la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

En ese sentido, la Alta Magistratura sostuvo en sentencia 0865-14 lo siguiente:

“En relación con las discusiones que generan los contratos de seguros entre las partes, la Corte ha indicado que sólo se cumple el requisito de subsidiariedad para acceder directamente a la acción de tutela, cuando “el medio de defensa judicial común no es eficaz, idóneo o expedito para lograr la protección y ésta llegaría tarde, encontrándose la persona en una circunstancia de debilidad manifiesta, o en insubsanable apremio en su mínimo vital”
. En ese sentido, primero, debe verificarse la existencia de un mecanismo judicial idóneo para  resolver el conflicto jurídico, en caso de no existir la tutela es procedente. Pero incluso si existe, la tutela también puede ser procedente cuando el mecanismo no es eficaz para proteger los derechos fundamentales en debida forma, por ejemplo, ante la existencia de un perjuicio irremediable.”

2. EL CASO CONCRETO

En el presente asunto, la actora estima vulnerados sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, la salud, la igualdad, el debido proceso y al mínimo vital por parte de Positiva Cía de Seguros, toda vez que a pesar de haber sido dictaminada con un pérdida de capacidad laboral equivalente al 55.7%, dicha entidad le negó la indemnización por incapacidad total y permanente, asegurada por el valor de $15.000.000 de acuerdo con la póliza No 13558, adquirida a esa compañía.
No es tema que se discuta el hecho de que la controversia planteada por la señora Castaño Posada, está llamada a ser resuelta por el juez natural –civil-, en la medida en que la negativa de la entidad llamada a juicio encuentra respaldo, de acuerdo con el análisis que previamente efectúo a la historia clínica de la asegurada, en lo dispuesto por el artículo 1058 del Código de Comercio, pues estima que se configuró la denominada reticencia, dado que la aseguradora no informó de las patologías desarrolladas o que venían desarrollándose antes de adquirir la póliza, así como de los eventos traumáticos sufridos con antelación a ese evento.

En contraposición de tal argumento, la asegurada, con valoraciones de diversos galenos especialistas, pretende demostrar que los hallazgos médicos que generaron la pérdida de su capacidad laboral, fueron posteriores a la suscripción del contrato de seguro.
Nótese entonces que éste es un debate de carácter científico y de criterio médico que no puede ser dirimido a través de un mecanismo sumario y expedito como es la acción de tutela, máxime cuando el juez constitucional no está facultado para emitir juicios sobre las condiciones de salud de una persona o proferir diagnósticos en relación con determinados síntomas.  
A más de lo anterior, se tiene que, tal y como lo consideró la juez de primer grado, no se acreditó la ocurrencia del perjuicio irremediable, dado que aunque la tutelante alega ser madre cabeza de familia, no se ocupó de acreditar tal condición, como tampoco de la afectación de su derecho al mínimo vital, pues aun cuando tiene la calidad de sujeto de especial protección debido a su condición médica, existe evidencia en el proceso que labora como docente desde el 2 de febrero de 2004 –fl 6-, lo cual permite inferir que percibe una remuneración como contraprestación a sus servicios.  

Adicionalmente, en relación con la posibilidad de ser beneficiaria de una pensión de invalidez a cargo de la AFP a la cual se encuentra afiliada, nada de ello indicó en la alzada, como tampoco de la ineficacia del mecanismo ordinario previsto para atender su reclamación.
En el anterior orden de ideas, debe la actora acudir al juez natural, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, éste determine la procedencia o no del pago que reclama.
De acuerdo con lo expuesto, no existiendo mérito para modificar la decisión revisada, la misma será confirmada. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 10 de diciembre de 2015.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CUARTO: Copia de esta sentencia hágase llegar al juez de primera instancia.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T-832 de 2010. M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-136 de 2013. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
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